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1. LA ASISTENCIA PSI. 
QUIÁ TRICAEN ESPAÑA; 
ANTECEDENTES REMO· 
TOS E INMEDL\TOS 

La Ley de Beneficencia de 1822. re· 
gulóporprimem vel. cn España la hospita­
lización y lrJt.. .. lmiento <k: losell f C11ll0S Inl::l1-
Ialcs. Haslllcntollccs, l:\sdcnominatlw; ' 'ca­
sas dedcmenlcs" o "locos" eran malas C¡\r­
celes, sobre cuyo régimen de reclusión da 
una idea el propio arl. 122 de la citada ley 
al declarar que "jamás se usarán en esas 
ca~as el encierro cOlllinuo, las aspcrCZlIS 
en el Irato. los golpes. g.rillos y cadcllas·'. 
Los "establecimientos de locos" eran co­
loowos por la nueva Ley bajo la dirección 
y vigilancia de las Junlas municipales }' 
parroquiales en su ano 107 se dispuso que 
"los hospitales de locos estuviesen l\ iclll­
pre separados de los dem:í.s hospilalCS pti­
blicos", iniciándose con ello una ncfru,la 
separación de la atenci6n psiquiátrica del 
l)iSICma gcncr..u de atención a la salud. que 
ha llegado prácticamente ha.<;t:l nuestros 
días. En el R.D. de 30 de novie mbre de 
1833. años después dc haber entrado en 
yigor la Leyde Beneficcncia. sc. podía leer 
como "jaujas inmumlas y IrJlamiemos 
cnlcles aumentan por lo común la pertur­
bación mental de hombres q uc. con un poco 
de esmero. podrían ~er vuc l fo~ al goce de 
su razón y al seno de sus famil ias" , lo que 
poníade manifies to las rcsislCm .. i as ue1 sis­
lem::t aser tnmsfommdo. 

JOSÉ LUIS GlrrlÉRREZ CAllES 
Unh crsi¡Jod de C6rdoba 
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La dispcr..¡i6n legislativa que la re­
gul ación de la asistencia psiquiátrica ha 
tenido en nUl! stro P¡Ós sc refleja en una 
trip le línea normativa que. conectada 
con la original Ley de Beneficencia. tm­
(;Iba desde distintos ámbitos de SOcorn:r 
al enfermo mental . así. en primer lu gar. 
desde el ámbito local. el Estat uto Pro­
vincial. aprobado por Real Dccrclo-Ley 
de 20 de man.o de 1925. incluye en tre 
las obli gaciones míni mas de las Di pu· 
taciones Provineia le:o; el sostenimiento 
de una "casa de rcd usión de dementes 
pobres". obligación que postcrionnen· 
te sería mantenida por la ley de Bases 
de Régimen Local de 17 de julio de 
19.J5. in troducie ndo un cambio nomi­
nat ivo. al referir la misma obligac ión i\ 
I ~ instalación y sosteni miento de un 
"hospital psiquiátrico". esta obligación. 
ha sido abolida por la Ley dc Bases de 
Régimen Local de 2 de abri l de 1985. a 
partir de la cual, las competenci a~ so­
bre nuest ro Hospital Psiquiátr ico deA I­
colea. han sidu a!mlll idas por el Servi· 
cio Andaluz de Salud. EII segundo lu­
gar. en lo que toca " la legislación es· 
triclnmente sanilaria.la ley de Bases de 
In Snnidad Nacional de 25 de noviem· 
bre dc 1944. dedicaba la base 15 a la 
hi gicne mental, rcproduciendo la 23 la 
obligación de las Diputaciones Provino 
cÜJles de sostener las instituciones para 
la asistencia psiquiátrica, creándose ade­
más los servicios de urgencias e implan­
tando los dispensarios provinciales. La 
Ley de 14 de ahril de 1955 por la que ~ 
creó el Patronato Nacional de Asisten­
cia Psiqui átrica, encomendó a cslc or· 
ganismo la prestación de asistellci<l psi­
(llli!Í lr ic:-:-t .nnr d mi~mn . . v la nt2 ;¡ni'l:J­
ción de todos los servicios psiqui¡ítricos 
basta entonces existentes. destacándo­
se entre sus fi nes la labor de auxilio con 
sus propios recursos a otros ccnlTOS. la 
inspección del cstnblccimiento o centros 
que pres tasen este tipo de asistencia 
médica. [onnación y selección del per­
sonal así como la reali zación de estu­
dios y reformas legislativas. Posterior­
mcnte, por Decrcto-Ley 13/ 1972 de 29 
de diciembre, este organi smo se in tegra 
en la Administración Institucional de la 
Sanidad Naciona l, asumiendo esta últi­
ma Ia.<¡ funciones de aquel. En tercer y 

último lug,u h..'\y quc mencionar la le­
gislación en materia de Seguridad So­
cial. que prácticamente ignoro la aten­
ción al enfermo mental y así, la Ley de 
14 de diciembre de 1942 por la que se 
creaba el Seguro Obligatorio de Enfer­
medad. no contenÍ<\ n:fercneia algu na a 
est<l materia. li mitándose ~u Reglamen­
to. aprobado por Decreto de 1 I de no­
viembre de 1943, a contemplar los ser­
vicios de neuropsiquiatría y asistencia 
psiquiátrica. sin que la Ley de Bases de 
28 de diciembre de 1963. y el subsi · 
gu iente tex to ani culado de la Seguridad 
Social de 21 de abril de 1966 garantiza­
sen otra asistencia psiquiátrica que no 
fuera la de tipo ambulatorio. 

II. LA NECESIDAD DE LA 
REFORMA 

Con los antecedentes expuestos, la 
reronna psiquiátrica se hacía absoluta· 
mente necesaria por dos razones funda· 
mcntal mcll te. en primer lugar para aca­
bar con un ~ i ~tcma basado casi excl usi­
vamente en 111 reclusión IImnicomial, de­
sarrollando servicios altcmiltivoso como 
plementarios a la institudón psiqui,l tri · 
ca tradicional e integrando la atención 
a la salud mental en la atención general 
<1 la salud. En segundo lugar para tem1Í­
llar con el régimen jurídico del interna­
miento esem:ialrm:nte administrativo, 
regulado por el Decreta d\! 3 de Ju lio de 
1931 (refomlado por el Decreto de: 27 
de mayo de 1932)' ajeno al control ju­
dicial, pues al juez tan sólo se le partici­
pab.1 el heellO del intemnmi enlo, por "i n­
dic¡lc ión médica o por orden gu bernati­
va". Este tipO de internamIento que en 
ocasiones se prolongaba de por vida. 
ehocalx! fro ntal mente con el ilrt. 17.1 de 
la Consti tución, que garamiza el dere­
cho a la libertad)' a la seguridad, por 
ello la Circular número 2/1984 de 8 de 
junio, de la Fiscalía General del Estado 
contenía !HJ(I serie de inli trueeiones a los 
Fiscales sobre los requisi tos y condicio­
nes del internamiento de enfennos men­
tales, estableciéndose que la uti lización 
de servicios de asistencia psi quiátrica 
-'deberá lIevnrse a cabo sin vulnerar el 
derecho a la libcnad que reconoce el arto 
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17, con mayor razón si se tiene en cucn· 
la, además que el internamienlo supone 
un sacrificio de libenad más grave que 
la estricta detención, pues a la privación 
de libertad de movimiento se agrega la 
disminución de la libertad moroJ'o 

En el ámbito de la comunidad anda· 
luza,la rcronna psiquiátrica es dc.,><,rfO­
liada y coordinada por el1nstitlllo Anda­
luz de Salud Mental, que asumió como 
fi losofía rectora de su labor 1:1 formula­
ción del Comité de Expertos recogi da en 
su documento sobre la Transfon1ll1ción 
de los Hospitales Psiquiátricos en And.l· 
lucia, según el cual: "el objetivo fu nda­
mental de la tra llsfonnaeión del hospital 
psi(I Ui~ trico no puede serotroque su des­
aparición, como alternativa doctrinal. co­
mo espacio estructural y, en la nUl)'orf:l 
de los ca,ws, como espacio fí~ico". 

Desde el puntO de vista jurídico. l;¡ 
reforma ~e opero mediante la ley 131 
1983. de 24 de octubre que dio la actual 
redacción al arto 211 del Código Civil. 
único precepto por c:I que desde enton­
ces, se regu la el internamiento de los de­
ficientes psíquicos en los establecimien· 
tos de esta índole. 

III. LA REFORMA FRUS­
TRADA Y SUS CONSE­
CUENCIAS 

Si la reforma psiquiátrica se habia 
impuesto COIllO una priori(hld la necesi· 
dad de deslIlanté!ar los hospitales psi­
quiátricos lal medida debió acompa­
ñarse necesariamente de la cre.1ción de 
servicios alternativos)' potenciación de 
algunos de los existentes para atender a 
la población que iba a ser desin~­
tüucionalizada. En este sentido. la Ley 
Gencnli de Sanidad de 25 de abril de 
1986. proclamaba categóricamente en su 
arto 20.1 que "la atención a los proble­
mas de salud mental de la población se 
realizará en el ámbito comunitario. po­
tenciando lo.~ rcc llI"SOS as istenciales en 
el ,ímbito ambul ,l torio y los sistcmns de 
hospitalización parcial y ¡\tcm:ión a do­
micilio. que reduzcan al máximo posi­
ble la necesidad de hospitalización". 

En ouaS palabras. como la re~pon· 
sabilidad ~obre el cuidado y asiMcllcia 
personal del enfe rmo mental se iba a 
desplazar a sus familiares ) allegados. 
setrntaba de situar la asistencia pSlq ui • 
trica lo más cerca posible del entorno 
familiar. atendIendo :11 enfermo en el 
propio dOlDiei lio en determuul(los casos 
(síntomas de desequilibrio. negativa al 
tratamientO etc ... ) actuando prc\'ent iva­
mente con la finalidad de que el inter­
namiento se acordarse s610 en situacio­
nes deextrct11:l ncccsidud y por raLOnes 
exc lUSIvamente terapéutic'1S. 

La letra y el es pfritu de la ley no po­
dlan ser más esperanzadores. pero la rea· 
lidad económica y sobre todo la falta de 
una decidida. volun tnd política h:1O fms­
tnldo una empresa, que bicn concebida 
en la teontl llo se ha queridu O 110 se ha 
podido desarrollar en su aspecto mate­
rial, así, no sólo no se ha potenciado sino 
que la atención domiciliaria no ex iste, 
no se han creado (nI menos en nuestra 
prO\'incia) ni comunidades terapéut icas. 
ni centros de dia y noche o algún tipo 
de centro intcnned io entre el domicilio 
y el hospital. careciendo de equipos de 
intervención en cri sis . no dándose tam· 
poco esa impresc indible coordinación 
con otros servicios pl1blicos o privados. 
no necesariamen tc ps iq uiátricos Sill0 
fundmnenlahncllt e del área socbl que 
preconiza el n(J 3 del cit ado arl. 20 de la 
Ley General de Sanidad. 

La care ncia de estos dispositivos in­
termedios, la nula atención domiciliaria 
y la descoordinación con los servicios so­
ciales hacen que las crisis del enfermo 
sean cada vez más frecuentes e imprev i­
sibles. con el riesgo de que las mismas 
desemboquen en situaciones de violen­
cia que ponen en peligro la integridad ff· 
sica y los bienes de quienes han asumido 
la responsabilidad de la guarda '1 cuida­
do del enfermo así como de tt.!rccros, t.!n 
principio ajenos a la ~i tuaci6n . 
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IV. LA EXHORBlTANTE 
RESPONSABI L IDAD 
QUE SE HACE RECAER 
SOBRE EL GUARDADOR 

En este contex to de abandono en el 
que la reforma ha dej ado al guardmlor 
de l enfermo mental, hay que preguntar­
se hasta que punto se le puede hacer res­
ponsable de los daños y pe~ ui cios cau­
sados por los actos ilíci tos del ¡ncapaci­
tildo. en los lénninos estab lecidos por 
el Códi go Civil e l1 SIl S arl s. 1.902)' 
1.903. La omi sión del deber de vigilan­
cia cuyo incumplimiento de!;Cncadclla 
la responsabilidad del guardador habríll 
que valorarla, en el contexto de una con­
"ivencia en condiciones extremas y a 
veces fOf7..ada por la imposibilidad run­
lerial del internamiento (convivencia 
que jumo a la omisión del deber de vi· 
gilancia ex.ige el Código Civil para apre­
ciar la responsabi li dad), o por la negati­
va de las autoridades sanitarias:¡ llevarlo 
a cabo, más por razones económicas o 
gerenciales que por indicación terapéu­
lica. Por otra parte hay que cuestionar 
que el enfermo me ntal se encuentre ell 
condiciones de obedecer las indic ilciu­
nes que le haga el guardador. en las cir­
cunstancias descritas, por lo (l lIe diffc il­
men te podrá ejercer e l tutor la autori­
dad que el Código Civil exige como re­
qui sito para aprec iar la responsabilidad. 

El Código Civ il , dispone en el liltimo 
párrafo del arto 1.903 que "cuando Ins per­
sonas en é l mencionadas pOJcben (Iue 
emplearon toda la diligcncill tic un buen 
,naclTl' .L1r- _(¡llnil U:l ,n.:I ~.r..ntar ,r.t_ebru.'; r.r_ 

sará la responsabilidad en él referida. Las 
dificultades probatori as que presenta de­
mostrar este tipo de diligencia junto a la 
orientación de la junsprudencill del Tri­
bunal Supremo que ha ido objetivando 
la responsabilidad a que se refiere el pá­
rrafo 30 al entender que la producción 
etecti va del daño revela. por si misma que 
no se habían adoptado las prevem.:ioncs 
necesarias por parte de los lutores, hacen 
aún más gravosa la situación del guarda­
dor. Nuestro más alto tribunal, buscando 
sobre todo la satisfacción de In víctima, 
ha eludido entrar en consideraciones so--

bre las ci rctllt~tancias en que ha de de.~a­
rrollarse la vigilnncia del enfenno men­
tal y ha hecho recaer a toda costa la res­
ponsabilidad sobre, el lutor. comproIIIC­
tiendo gravemente su patrimonio, rindien­
do trihuto de e5ta manera a la afi rmoci6n 
de RJIlERT para quien ·'el derecho mo­
derno ya no mira dcllado del autor del 
acto, sino del lado de la víctima". 

De otro lado, la doctrina y la juris­
prudencia, han venido tratando de ma­
nera unifomle las oblignc iones de pa­
dres y tutores de vigi lar a los hijos me­
nores 110 emallciplldos que están bajo la 
P¡ttri» PotestmJ. i m;apac itado~ y perliO­

nas sometid:l.li a la patria potestad pro­
rrogada y consecuentemente la respon­
sabilidad surgida de su incumplimien­
tO,lo que nos parece injusto y poco equi­
tativo, no porque el contenido de la re­
laci6n tutelar y paterno fil ial no esté in­
tegrado por una serie de obligaciones y 
deberes similares (alimentación. vigilan­
cia, educación. procurarles una forma­
ci6n integral. administración patrimo­
nial. ctc.) sino por la distinta naturaleza 
del ncto por cuya virtud . se asumen el 
ejercido de la patria potestad y de la tu­
tela respectivamente. 

Asf, mientras que la patria potestad 
!i ~ ne su origen en un acto derivado de 
la planificación famili ar que cada uno 
lleva a cabo li bre y voluntari amente 
(b ien de fo rma natural o mediante la 
adopción) c1tutor es compelido por la 
autoridad judicial para aceplar el cargo, 
y las consecuencias de su negaliva, sino 
concurre excusa o incompatibilidad. 
pueden alc,'ln7.tlr nI Cmll"O,llenlll (el .:lrl 
556 del Código Penal vigente castiga 
con 13 pena de prisión de seis meses a 
un año a los que "resistieren a la autori­
dad o sus agentes, o los desobedecieren 
gravemente, en el ejercicio de sus flln­
ciOllCS .• .") y por supuesto al civil C~ ano 
1.902. ¿No es esta diferencia esencial 
en el aclo origen de ambas institucio­
nes, de la entidad sufieienle como para 
trascender al campo de la responsabi li­
dad y mulando la dirección de C5ta la 
oriente hacia la societlad, que es quien 
mlÍs se beneficia de un correc to desem­
peño de la función de la tUlela? ¿No es 



el tutor un delegado de la sociedad que 
el 8tado nombra a través del Juez, para 
que guarde y proteja la persona y bie­
nes dd incapacitado? Por qué no hacer 
entonces corresponsableal Estado de los 
daños y perjuicios que pueda causar el 
enfermo mental al que los poderes pú­
blicos dCSlll icnden y ponen en manosdd 
tutor en tan lamentables condiciones de 
asistencia psiquiátrica. Porqllé entonces, 
no arropar y proteger al guardador. con 
medidas que alivien su situación y le 
ayuda a cumplir la función tutelar que 
la sociedad le ha encomendado. 

Por desgracia, la legislación que se 
va aprobando, va en sen tido contrario 
al que propugnamos y cada vez nos ve­
mos m<Ís desagradablemente sorprendi­
dos con medidas que pemlanentemente 
adelgazan el carácter social qlle como 
primer componente del Estado señala el 
arto 1 de la Consti tución, hasta conver­
tirlo en un Estado anoréx ico, veamos si 
no, dos muestras. 

La primera vicne contenida en el 3rt. 

50.I ,de lasecci6n I' del título lU dela Ley 
de Acompañamiento de los Presupuestos 
Generalesdel Estado(B.O.E. núm. 313dcl 
miércoles 31 dedicicmbrcdc 1997), dedi­
cado al pcrsomt! al servicio de las Admi­
nistmcionC5 Públicas, donde se dispone 
que: ''El funcionario. que por razones de 
guardalegaltengaasucuidadodirecto ... a 
un disminuido psíquico ... que no deselll­
¡x:ñe actividad ret ribuida, tendrá derecho 
a la disminución de su jornada de lrab,~o , 

con la reducción proporcional de sus retri­
buciones. Reglrunentariamente sedetenni­
nará la disminución de jornada de trabajo 
)' la reducción proporcional de retribucio­
nes", Es decir. el Gobierno es consciente 
deque lil reforma psiquiátrica bajo el lema 
¡'sal temos la tapia" ha dcsinSli tucionali· 
l,tdo la mayor parle de los enfernlOS men­
tales de cuya vigilancia ycuidadoo ha res· 
ponsabilizado a los guardadores. pereco· 
mo al mismo tiempo reconoce las care.n" 
cia.~ del sistema de salud mental recogido 
en la Le)' General de Sanidad, "pem1ite" 
queel funcionario pueda de.scmpcñarade­
cuadamente su función tutelar eso sí. con 
cargo a su bolsi llo. completando de esta 
manera las transferencias aguardadores y 

allegadoS no solamcntedelas labores asis­
!enciales que deberla prestar según la Ley, 
sinotílnlbién de su coste económico (ni si­
quiera contempla la posibilidad de que la 
diferencia de ret ri bución suüida 00100 con­
secuencia de la reducci6n puede desgra­
varsc,eneltanto porciemo pcntlilido para 
otrosgastosde vigilancia y atención como 
losdeguardcrías). 

La segu nda mm.-stra de este ab¡mdono 
que venimos denunciando se recoge en el 
arto 3. de la Ley 11 1996 de 10 de enero de 
asistencia jurídi ca gratuita. donde se a.fir­
ma concluyentemente que "El derecho a 
la a~ i slencia jurídic<I grat uita. sólo podrá 
reconocerse a qu ienes litiguen en defensa 
dederechos e intereses propios" por lo que, 
100 f¡¡nüliares legitimados por el ruto 202 
del Código Civi l para promover la incap."l­
c.itaciÓn del enfenno meuta1 deberán cos­
teardesll bolsillo los gastos qucs upone un 
procedimiento de menor cuantía por cu­
yos trámites ha de sustanciarsc la incapa­
citación, pues como dice el ano 27. 1 del 
oormdorde In Ley de Enjuiciamiento Ci­
vil. "fuera de los caws de dc..<;ignaciún de 

oficio prcvisla en la Ley dcAsistcncia Ju­
rídica Gratuita. corresponde a las partes 
contratar los servic.iosdel Procurador y del 
Abogado, que le haya de rcprescmar y de­
fe nderen juicio". Procedimiento que hn­
bni de iniciarse mpi damente pues de 110 ser 
así, son igualmente responsables aqucJ (os 
familiares de los dai'ios y pcrj uieios qu e pu­
dieran procJueirse por su inactividad. 

V. LAAPARICIÓNDEUNA 
NUEVA "INSTITUCIO­
NALIZACIÓN" 

Las consecuencias que un enfermo 
mental deficientemen tc tratudo tiene 
paro sí, sus guardadores y la sociedad 
en general son de muy diversa índole. 
pero el objeto de este tr.:lbajo obliga a 
centrarnos en l.:ls que afectan al tutor. 

Según el infonnequeel Defensor del 
Pueblo Andaluz entregó nI Parlamento 
Autónomo el 23 de Diciembre de 1997, 
la distribuci6n de enfermos en las pri­
siones andaluzas es la sigui ente: 29 
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- La prisión de Jaén es la qU¡; mayor 
mhncro de presos afectados par enfer­
medades menta les alberga COn un lotal 
de 80 enfermos que representan el 11 ,4 
por ciento de la población reclusa. 

- Le sigue 1 .. prisi61l de Alhaurín en 
Málaga, con 61 . 

- La de Sevil[¡I II. cuenta Con 50 en­
termos. 

No obstante, las cárceles que cuen­
tan con un mayor número de enfermos 
crón icos son las de Al men a Con un 7,1 
por ciento seguida de la de Huc1va con 
el 6,4 por ciento. 

UlI lI lcctura detenida del informenos 
lleva a la siguiell lcconclusi6n. Una gran 
parle de aque llos cnfcnnos mentales 
desinstitucionali zados por la reforma 
psiquiálrica, (fas un esporádico paso por 
los domici lios de familiares y guarda­
dores y como consecuencia de la caren­
cia de med ios descri ta. han ex perimen­
tado un empcoramientoen su eSladoclí· 
nico creando si tuaciones conflictivas 
que han degenerado en altercados de or· 
den pú blico. peleas. lesiones. atentados 
contra los Agentes de la Autoridad. etc ... 
a resul ta de los cuales se ha producido 
su ingreso en pri~ión. Sin perju icio de 
dejar sentado aquí que dicho encierro 
con ll e \'a una nu eva "ins tituciona­
lización" contraria al fin perseguido por 
la reforma pero en condic iones más duo 
ras y difíciles por la falta de asistencia 
psiqui átrica y psicológica que secular­
mente presentan [as cárceles españolas, 

.t .. ..,.n;n nAlVU lIl[\Il i" ~ ,nn ~n. u..."d'" n ctlnt\n"",~ 

cuyos parrimonios se van a ver seria­
mente comprometidos, no son menos 
graves. Efecti va mente, declarada la 
exención de responsabilidad criminal, 
establece el art. 11 8 del nuevo Código 
Penal, la responsabilidad directa de los 
que los tengan (a los declarados exen­
tos) bajo "SII guarda legal o de hecho". 
Como se puede apreciar el Código Pe­
nal. ha ampli ado la responsabilidad al 
guardador de hecho. acabando con la 
vieja polémica sobre si la responsabili­
dad dcbía alcanzar o no al ci l:ldo guar­
uador, al mismo ti cmpo que annoniza 

este aspecto ci vil del texto penal con el 
Código Civil que dedica los artículos 
) ()3, 304 Y 306 a dicha figurn , Sólocahe 
esperar que los tribunal es. haciendo uso 
de ese "arbitrio de equidad" que, contie­
ne el segundo párrafo de la regla l' del 
art ículo ci t:tdo, C!ltablezclInla medida en 
que cada sujeto debe responder, tenien­
do en cuenta las circunstancias en las 
que ha de desenvolverse el desempeño 
de la tu tela del en fenno mental. Nada 
que anadir aquf sobre las difi cullades 
que presenta la prueba liberatoria, para 
acreditar la inex istencia de cu l¡x\ o ne­
gl igencia en la vigi lancia de l incapaci· 
(¡Ido. dada la tendencia. ya senalada de 
la jurispmdcllcia a ohjetivar la respon· 
sabilidad hasta lal extremo que la pro­
ducción efectiva del daño scg Jn nues­
tro Tribunal Supremo, revela, por sí mis­
ma, que no se habfa observado la ade­
cuada vigilanciíl. Podernos afirmar con 
GARCíA-RIPOLL que "los Tribunales 
han (;onfulldido a los padres (y tmores) 
con una tompmlia de segu ros". Cahe 
también admitir -como señala DE CASo 
TRO-e.l cese de la responsabilidad si el 
daño proviniera de CUIP.1 del que lo hu· 
biera sufrido, interpretando anal6gica­
mente el arto 1.905 del Cód igo Ci\'il, 
pero en este caso. las dificultades pro­
batorias son, si cabe mayores. Pensemos 
cn una rec lamación de daños causados 
por el incilpacitadodi rigidacontrasu re­
presentante legal (guardador) en la <Iue 
hubiera concurrido culpa del que lo~ 
hubiere sufrido. 

El tUlor no podría absolver posicio· 
nes por no tratarse de hechos persona­
les SUYOS (an. 1.231 del Códil!oCivil y 

587 de la Ley de Enjuiciamiento Civil) 
y el pupilo tampoco por carecer de ca­
¡>'1c idad para ello. En principio. podría 
ser llamado como te.~tigo el incapa7.., al 
nu scrcslc 1.\ 1).1rte procesal ~i n() su guar­
d;¡dor. pero el tcs tirnonio de esle se en­
contraría seriamente cuestionado por la 
carencia o disminución en el suj eto de 
las cualidades inteloctivas o volitivas 
que las causas que han determinado la 
incapac itación, hacen presum ir (una en­
fernlcUlld o deficiencia pcrsislentcde C.1· 

rácter psíquico, :Irt, 200 Código Civil). 
deviniendo inhábil por incapac idad na-
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tura!. según el arl . 1.246 del Código Ci­

vil. Nos encontraríamos entonces ante 
una recl amación de daños en cUyll 

cuusaci6n. habiendo intervenido culpa 
dd perjudicado. se hOlee prnclic<l mCnle 
imposible COnlnlstar ~u vcrsi6n con 
cualquier elemento probatorio, en \'iSI3 
de lo cual y con la doclri na cxpuesla del 
Tribunal Supremu, 1:1 condena del guar­
dndor pnrccc inevitable. 

VI, CONCLUSIONES 

Por lo expuesto prcccdclllcmenlc y 
por otrílS razones que imrx:rativos de es­
pac io impiden ser tril tadas en eSle tra­
bajo (re.~ponsabilidadC.'i fi scales. respon­
sabil idades ell las que no hay culpa o 
ncgligentia del tutor. pero que se ex i· 
ge.o a este, etc ... ) creemos que se está 
produciendo un pcligrosodcSl.'qui librio 
en la relac ión tutelar. ni ha<;cr recaer so­
bre el guardador lal cúmulo de obliga­
ciones y deberes que en la práctica ha­
cen insoportable el desempeño de la tu­
tela de los enfennos mentales al com· 
prometer seriamente la persona y el pll' 
trimonio del llamado a ejercerla. Hastll 
tal punto nos parece así, que cII:11quier 
tulela de esta naturnlezfI , IlC\':lda a (;¡¡oo 

en l a~ condiciones y circunstancias re-­
latadas es excusable por suponer su ejer­
cicio una C¡lrga excesivamente onerosa 
para quien la desempeña y en conse­
cuencia podrá ser invocada al alllparo 
del art. 251 del Código Civi l a fi n de 
eludir el ejercicio del corgo, perjud iClm­
do con ello los intercses personales y 
patri moniales del incapacitado. 

El ano 49 de la Con, titución c..'1);lfiul:l 
encomicrKla n los poderes plibli(,1)S la rea­
li;alción de un:1 "política de previsión, tra­

tamiento, rehabili tación e integración de 
los disminuidos físicos , sensoriales y psí­
quicos, a tos que prcst.lr.\n la atención es­
pecializada que requieran y los ampara­
rán c,o,pcc ialmentc para el disfrutc de los 
derechos que c:i tc título olorga a todos 
los ciudadanos". Lejos están los poderes 
públicos de haber cumplido con este man­
dato constitucional, al menos en lo que a 
los disminuido psíquicos se re fiere. Iros· 
Imiando a los guardmlores rcspons.,bili­
dades para lo que no están ni preparados 

ni apoyados por aquellos. por lo que el 
beneficio ddlntelaoo (,'01110 principio rcc­
lorde la rerorma del 8) (art. 2 16 del Có­
digo CiyilJ se ha visto malogr:ldo. 

~tllchos de aquellos cnfemlOs cuya 
dignidad e imegración social se pretcn­
dfa con la refonml. se encuentron ahora 
deambu lando por la,¡ call es o. los que 
han seguido peur suerle recluidos en los 
módulos de las prisiones donde no reci­
ben ningún lipo de 'I)'uda espccinll zada 
y donde las labores do;! rehabil itnción e 
integración no exi sten. 

Anles se enco nt rahan i nlt!rn fuJ o~ 

pero reci biendo ayuda socinl y asis lcn ~ 

cia psiqui:ítrica. hoy son encerrados y 
aislados de la sociedad y de su familia 
Cil Ios módulos carcelarios. marginados 
entre los marginados y sin cuidados cs­
IX."cializados de ningún tipo. Ayer crnn 
inmovil izados con las carni "as llc fue r­
za colocadas por el personal sanitario. 
hoy son reducidos por 1:15 Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado con 
sus esposas reglame ntarias. En deliniti­
Ya. han perdido su condición de enfer­
mos para ganar la de presos. 
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